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Acta N° 19 de enero 27 de 2009
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Rodrigo Arnoldo Orozco Gutiérrez frente al Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, a la que fueron vinculados Gloria Stella Gómez Hoyos, en calidad de representante legal de su hijo Jhoan Camilo Morales Gómez y la EPS Servicio Occidental de Salud.
  



ANTECEDENTES
  



Rodrigo Arnoldo Orozco Gutiérrez,  en nombre propio y en uso de la acción de tutela demanda al Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad para que le sea protegido el derecho fundamental de petición que estima conculcado por el citado despacho judicial ya que el 15 de diciembre de 2008 elevó una solicitud tendiente a que se hiciera cumplir a la EPS S.O.S. el fallo que ese mismo juzgado dictó a favor del niño Jhoan Camilo Morales, su ahijado, como que no ha podido recibir atención médica ante la “inercia, abulia o negligencia en hacer respetar la norma Constitucional y las leyes de la República…”; por lo que solicita se tutelen sus derechos en el menor tiempo posible, que se apliquen las sanciones de ley por violación del Código Contencioso Administrativo y se le garantice que en el futuro no vuelva a suceder lo ocurrido.

  



Aportó con su escrito copia de la sentencia que en segunda sede dictó el juzgado accionado, en la que figura como demandante Gloria Stella Gómez Hoyos en calidad de representante de su hijo Jhoan Camilo Morales Gómez y como accionada la EPS Servicio Occidental de Salud, que revocó la dictada en primera instancia por el Juzgado Quinto Civil Municipal de la ciudad y dispuso que se prestara la atención médica requerida por el paciente, incluyendo otros aspectos en aras de hacer efectivo el amparo y copia del escrito arrimado por el aquí actor al Juzgado Tercero Civil del Circuito dando cuenta del desacato en que ha incurrido la EPS S.O.S.





A la demanda se le imprimió el trámite de rigor con auto del 14 de enero último, en el que se dispuso vincular como interesados a Gloria Stella Gómez Hoyos en calidad de representante legal de su hijo Jhoan Camilo Morales Gómez y a la EPS Servicio Occidental de Salud, partes en la acción de tutela que dio origen al escrito de desacato.  

  



 Se pronunció el Juzgado Tercero Civil del Circuito para dar cuenta del trámite surtido en esa instancia en virtud de la acción de tutela a la que hace mención el actor, de las gestiones realizadas por la S.O.S. para dar cumplimiento al fallo y del auto que resolvió el “derecho de petición” elevado por Rodrigo Orozco Gutiérrez.

 



Enterado del inicio de este trámite el accionante arrimó un nuevo escrito en el que manifiesta que “apela” la comunicación que se le remitió en lo atinente al término que se le concedió para ejercer el derecho de defensa (f. 18 y 36). Luego, el despacho accionado, nuevamente allegó oficio en el que anexó escrito que presentó el señor Orozco Gutiérrez en el que impugnó el auto del 15 de enero del presente año por medio del cual se decidió sobre su derecho de petición. (f. 37 y 38). La señora Gloria Estella Gómez Hoyos presentó escrito en el que informó que no tenía por qué notificarse ya que el señor Orozco era el responsable de este caso. Y la S.O.S., finalmente, arrimó memorial en el que se da a saber que ya adelantaron todos los trámites para dar cabal cumplimiento a la sentencia de tutela que el despacho demandado profirió. 
  



CONSIDERACIONES
La acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Constitución nacional y desarrollada por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, fue implementada como un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir ante un juez a pedir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos sean amenazados o violados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos casos, por particulares. 

En este caso, pide el accionante que se proteja su derecho fundamental de petición porque el Juzgado Tercero Civil del Circuito de la ciudad no le ha dado oportuna respuesta a la solicitud que le extendió el 15 de diciembre de 2008 referida a desacato del fallo dictado por ese despacho judicial en sede de impugnación.

Pero hay dos razones que impiden la prosperidad de la acción.
La primera radica en que dentro de un trámite judicial como tal, no tiene cabida el derecho de petición en los términos del artículo 23 de la Carta Política, como quiera que los jueces se comunican con las partes o con terceros intervinientes por medio de sus providencias judiciales (sentencias o autos) y sólo en aquellas gestiones administrativas que les corresponden, que no es el caso de ahora, puede predicarse la posibilidad de que deba responder un derecho de esa índole.  Es más, si de mora se trata, no estaría en juego ese derecho, sino otro muy diverso que es el del debido proceso. 

   



Sobre el particular, se ha dicho que: 

“5. Específicamente en relación con el derecho de petición frente a los jueces las sentencias T- 334 de 1995 y T-07 de 1999 señalaron que: 

a)  El derecho de petición no procede para poner en marcha el aparato judicial o para solicitar a un servidor público que cumpla sus funciones jurisdiccionales, ya que esta es una actuación reglada que está sometida a la ley procesal. Ahora bien, en caso de mora judicial puede existir transgresión del debido proceso y del derecho de acceso efectivo a la justicia; pero no del derecho de petición.

b) Dentro de las actuaciones ante los jueces pueden distinguirse dos. De un lado, los actos estrictamente judiciales y, de otro lado, los actos administrativos. Respecto de éstos últimos se aplican las normas que rigen la administración, esto es, el Código Contencioso Administrativo.

c) Por el contrario, las peticiones en relación con actuaciones judiciales no pueden ser resueltas bajo los lineamientos propios de las actuaciones administrativas, como quiera que “las solicitudes que presenten las partes y los intervinientes dentro de aquél [del proceso] en asuntos relacionados con la litis tienen un trámite en el que prevalecen las reglas del proceso”
...” 

La segunda, que el asunto ha pasado a un plano diferente que es el de la carencia actual de objeto, porque como se desprende de la documentación enviada por el juzgado (f. 33 y 34), se satisfizo la pretensión del actor, como quiera que mediante auto del 15 de enero del corriente año se dio respuesta a la petición presentada, es decir, que se materializó el interés buscado con esta gestión excepcional. 

A lo anterior se suma, por supuesto, la actividad desplegada por la SOS para acatar el fallo proferido en su contra, según se informa en memorial visible a folios 41 al 47.

  



Por último, no puede perderse de vista que, como dijo el juzgado en el mentado auto, no ha sido reducida la jurisprudencia constitucional en torno a la determinación de la competencia para conocer del incidente de desacato en acciones de tutela, en la que se tiene definido que en aras de “…(a) la plena eficacia de la garantía procesal del grado jurisdiccional de consulta, (b) la necesidad de garantizar la igualdad en las reglas de competencia, (c) el poder de irradiación del principio de inmediación en el trámite de tutela, y (d) la interpretación sistemática del decreto 2591, en lo que respecta a las funciones del juez de primera instancia.” 
 sea el juez de conocimiento, en este caso el Quinto Civil Municipal de Pereira, el que mediante un trámite incidental imponga las sanciones que correspondan a quien desatienda la orden que se le dé en una sentencia de amparo de derechos fundamentales. 
Comentario aparte merece la inconformidad del accionante con la notificación que se le hizo mediante telegrama sobre la iniciación de este trámite; en realidad hubo allí una imprecisión en cuanto se pareció dar a entender que él debía ejercitar el derecho de defensa, cuando los llamados a hacerlo eran el juzgado y los demás sujetos vinculados; bastaba confrontar ese contenido con el del auto de apertura, para que así quedara evidenciado, sin que por ese sólo hecho se vea violentado derecho alguno, ni se le esté imputando la comisión de delitos. 
Así las cosas, se negará el amparo impetrado, ya que no se advierte la vulneración de derecho fundamental alguno. 
   



DECISIÓN

  



En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA la protección invocada por el señor Rodrigo Arnoldo Orozco Gutiérrez frente al Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, en esta acción de tutela a la que fueron vinculados Gloria Stella Gómez Hoyos, en calidad de representante legal de su hijo Jhoan Camilo Morales Gómez y la EPS Servicio Occidental de Salud.




Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

  



Si no es impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

  



Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                        CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS









� Sentencia T-334 de 1995 M.P. José Gregorio Hernández Galindo


� Sentencia T-377 de 2000 M.P. Alejandro Martínez Caballero


� Auto 256/07
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